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Resumen: Perú es el segundo país receptor 
de población venezolana, tras Colombia, y el 
primero en el mundo en recibir solicitantes de 
refugio de dicha nacionalidad. Este artículo 
explora cómo la COVID-19 ha impactado en 
las condiciones de vida de esta población en 
Perú. Asimismo, se analiza el papel del Estado 
peruano en la producción de la irregularidad 
y cómo esta condición agudiza la vulnerabili-
dad socioeconómica de la población venezo-
lana. Los resultados reflejan la participación 
activa del Estado en la producción de dicha 
irregularidad, principalmente, por restringir el 
acceso al sistema de refugio y no considerar 
la aplicación de la definición ampliada de la 
Declaración de Cartagena sobre Refugiados 
de 1984, lo que ha provocado mayor vulne-
rabilidad socioeconómica, sobre todo duran-
te la pandemia.    

Palabras clave: solicitantes de refugio, CO-
VID-19, Perú, América Latina, irregularidad, 
vulnerabilidad, Sur Global

Abstract: Peru receives the second-highest 
number of Venezuelans after Colombia 
and more Venezuelan asylum seekers than 
any other country in the world. This article 
explores how COVID-19 has affected the 
living conditions of this group in Peru. The 
role of the Peruvian state in producing ir-
regularity is analysed, as well as how this 
condition exacerbates the Venezuelan pop-
ulation’s socioeconomic vulnerability. The 
findings show the state’s active participa-
tion in producing this irregularity, mainly by 
restricting access to the refugee system and 
failing to consider applying the expanded 
definition of the 1984 Cartagena Declara-
tion on Refugees, which has increased so-
cioeconomic vulnerability, especially during 
the pandemic.
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«La pandemia, en realidad, sí me ha afectado mucho, porque muchos 
organismos tuvieron que cerrar y se ha atrasado la tramitación de las citas 
para el carné (...) Lo más desafiante es la espera, qué opción tenemos para 
regularizar más formalmente nuestra estadía, porque con esa solicitud esta-

mos legal pero a la vez no estamos legal, estamos esperando así como asusta-
dos a que de repente llegue el día y nos digan “no, ustedes se tienen que ir 
de aquí”, y yo francamente no vuelvo a Venezuela, es imposible, allá no se 

puede vivir más» 

(Edgar, 48 años).

El caso de Edgar –un solicitante de refugio1 venezolano que llegó a Perú 
en 2019 en busca de protección internacional– visibiliza el retraso en la 
tramitación de citas para el carné de solicitante de refugio y la falta de comu-
nicación por parte de las entidades gubernamentales peruanas competentes. 
A la vez, el retraso en la tramitación de documentos provisionales refleja el 
colapso del sistema de refugio peruano y las consecuencias en la precariedad 
legal y vulnerabilidad socioeconómica –incluidos la incertidumbre y el mie-
do– de la población solicitante de refugio en el país. En este caso, Edgar so-
licitó refugio el 5 de septiembre de 2019; sin embargo, la Comisión Especial 
para los Refugiados (CEPR) no le dio cita hasta el 5 de octubre de 2021 para 
poder recoger el carné que lo acredita como tal (¡más de dos años después!). 

Antes de la pandemia, la CEPR había anunciado que iba a adelantar las 
citas, pero con la irrupción de la COVID-19 todas las gestiones se paraliza-
ron, incluidas las de Edgar. Hasta diciembre de 2021, la emisión de carnés 
de solicitante de refugio aún estaba suspendida, por lo que casi 400.000 
venezolanos solicitantes de refugio están a la espera de una cita para obtener 
su carné que los acredite con estatus de solicitante de refugio (Briceño et al., 
2020). Mientras tanto, residen en el país con una carta en papel firmada por 
la CEPR y una autorización de trabajo que no es reconocida por la mayoría 
de empleadores y que limita el acceso a derechos básicos (Blouin y Freier, 
2019; Briceño et al., 2020).    

1.	 En este artículo usamos los términos «solicitante de refugio» y «sistema de refugio» dado que es la 
terminología usada en el Perú. El término «asilo» puede llevar a confusión, ya que se relaciona con 
la categoría legal del asilo diplomático en América Latina.
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Según la Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y 
Migrantes de Venezuela (R4V), 1,2 millones de migrantes y refugiados ve-
nezolanos –de ellos 536.100 como solicitantes de refugio [junio de 2021]– 
residen actualmente en Perú, lo que convierte al país en el primer receptor 
de solicitantes de refugio venezolanos y en el segundo receptor de población 
venezolana desplazada a nivel mundial. A este fenómeno de desplazamiento 
venezolano se ha sumado la llegada de la pandemia, la cual ha visibilizado 
las condiciones de vida precarias en las que vive la población migrante y 
refugiada, así como la necesidad de estudiar los impactos diferenciados de 
esta crisis en el mundo. Por ejemplo, basándose en datos de ocho países 
receptores antes de la pandemia, Dempster et al. (2020) encuentran que 
la población migrante y refugiada tiene un 60% más de probabilidad que 
la población nativa de estar tra-
bajando en sectores fuertemente 
impactados por la pandemia y de 
experimentar mayores dificultades 
para acceder a redes de protección 
social, lo que los convierte en po-
blación especialmente vulnerable a 
la pérdida de ingresos y la pobreza 
(Banco Mundial, 2020).  

Perú ha sido uno de los países 
más afectados por la COVID-19, a pesar de ser uno de los primeros de 
la región en imponer medidas de aislamiento social obligatorio y cierre de 
fronteras. Asimismo, la pandemia ha contribuido a que haya implementado 
políticas migratorias cada vez más restrictivas, como lo demuestra la mili-
tarización de las fronteras para frenar los flujos migratorios y la suspensión 
de los sistemas de refugio, así como la exclusión de la población migrante 
y refugiada de las políticas de asistencia socioeconómica impulsadas por el 
Estado (Acosta y Brumat, 2020; Freier y Vera Espinoza, 2021; Vera Espinoza 
et al., 2021). En este contexto, la población migrante y refugiada venezolana 
se ha visto particularmente afectada por la pérdida de empleos y reducción 
de ingresos, el limitado acceso a servicios de salud, el riesgo de ser víctimas 
de desalojos y el aumento de episodios de xenofobia y discriminación. Al 
respecto, sin embargo, es importante recalcar que la población venezolana 
ya vivía en condiciones de vulnerabilidad antes de la pandemia. En el ám-
bito socioeconómico, un 18% de las personas venezolanas en Perú estaban 
viviendo en condición de pobreza de ingresos (Banco Mundial, 2019), 9 de 
cada 10 trabajaba en la informalidad (INEI, 2019) y la mayoría ganaba hasta 
37% menos por hora que la población nacional desempeñando funciones 

1,2 millones de migrantes y refugiados 
venezolanos –de ellos 536.100 como so-
licitantes de refugio– residen actualmen-
te en Perú, lo que convierte al país en el 
primer receptor de solicitantes de refugio 
venezolanos y en el segundo receptor de 
población venezolana desplazada a nivel 
mundial.
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similares (Banco Mundial, 2019). En el ámbito de salud y vivienda, para 
2018, solo un 8,5% tenía afiliación a un seguro de salud (INEI, 2019) y la 
mayoría contaba con un acuerdo verbal sobre sus viviendas (R4V, 2021b), 
lo que genera mayor inseguridad y mayor riesgo de desalojo en caso de con-
flicto. Estas condiciones de vulnerabilidad están asociadas a la irregularidad 
migratoria de la población y a la precariedad de los documentos y permisos 
provisionales otorgados a la población venezolana, obstaculizando el goce 
efectivo de derechos. 

Este artículo tiene como objetivo explorar el impacto de la COVID-19 en 
la precariedad legal y socioeconómica de la población solicitante de refugio 
de nacionalidad venezolana en Perú, poniendo el foco en el rol del Estado 
peruano en la producción de la irregularidad y cómo esta condición agudiza 
la vulnerabilidad socioeconómica de la población venezolana que busca pro-
tección internacional. Para ello, se aplican métodos mixtos a fin de analizar 
los datos primarios resultantes de dos encuestas representativas realizadas en 
los meses de junio y octubre de 2020, así como los resultados de entrevistas 
semiestructuradas a 28 solicitantes de refugio y actores clave realizadas entre 
noviembre de 2020 y febrero de 2021. Con ello, este estudio quiere contri-
buir a la literatura emergente sobre los procesos de integración y protección 
de solicitantes de refugio en el Sur Global, así como a la literatura sobre el 
impacto de la COVID-19 en los solicitantes de refugio y refugiados a escala 
mundial.

El artículo se divide en cuatro secciones. En primer lugar, se ofrece, por 
una parte, el marco teórico con una revisión de la literatura emergente sobre 
los impactos de las crisis, tanto económicas como sanitarias, en poblaciones 
migrantes, refugiadas y solicitantes de refugio –y en el sistema de protección 
internacional, especialmente en América Latina y otros países del Sur Glo-
bal– así como el rol de los estados en la configuración de la irregularidad y 
condiciones de vulnerabilidad; y, por la otra, la metodología. En segundo 
lugar, se aborda el contexto peruano, con un análisis de la política migrato-
ria y de refugio actual dentro del contexto de instrumentos jurídicos sobre 
protección internacional a nivel regional e internacional, así como también 
medidas específicas de respuesta a la emergencia sanitaria, implementadas 
por el Gobierno peruano, que excluyeron a la población migrante y refugia-
da en el país. En tercer lugar, se presentan los hallazgos de nuestra investi-
gación sobre el rol del Estado peruano en la producción de irregularidad y 
las implicaciones de esta condición en las vulnerabilidades socioeconómicas 
de las personas solicitantes de refugio venezolanas, agravadas por el contexto 
de la pandemia de la COVID-19. Por último, el artículo se cierra con una 
discusión y conclusiones de los resultados.
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Marco teórico y metodología: una revisión de 
la literatura 

Para desarrollar el tema del impacto de la COVID-19 en las vivencias de 
la población solicitante de refugio venezolana en el Perú, así como el rol del 
Estado peruano en la agudización de su precariedad jurídica y socioeconó-
mica, este artículo emplea un marco analítico basado en la literatura sobre 
políticas de inmigración y refugio en contextos de crisis, tanto económicas 
como sanitarias, así como también en la reproducción de la irregularidad por 
actores gubernamentales.

Durante los períodos de crisis, la población migrante y refugiada tiende a 
enfrentarse a vulnerabilidades específicas y en mayor proporción que la po-
blación local. Para que la protección de las personas migrantes y refugiadas 
sea una prioridad en esos momentos críticos, se requiere adaptación y tomas 
de acción rápidas, lo que a su vez depende del acceso a financiamiento, in-
formación y políticas migratorias flexibles (Majidi et al., 2020). Si bien sa-
bemos que las crisis económicas tienden a causar cambios restrictivos en las 
políticas de inmigración y refugio, los impactos de las restricciones a la mo-
vilidad humana en el caso de las pandemias son más inmediatos y severos. Al 
inicio de la COVID-19, 167 países cerraron sus fronteras parcialmente o de 
manera total, de los que 90 no habían hecho excepciones para las personas 
en busca de protección internacional (ACNUR, 2020).  

Con respecto a la literatura sobre las políticas de inmigración y refugio 
en el contexto de crisis económicas, varios autores coinciden en señalar el 
impacto de dichas crisis en los sistemas nacionales de refugio. Como ejem-
plo, encontramos la primera crisis del petróleo en los años setenta del siglo 
pasado (Beets y Willekens, 2009) y la recesión económica de 2008 en varios 
países de Europa (Trauner, 2016); crisis que derivaron en un deterioro del 
sistema de protección internacional (ibídem) con la adopción de legislacio-
nes más restrictivas (Chetail y Bauloz, 2011) y la falta de políticas diferen-
ciadas de protección hacia las personas refugiadas (Koser, 2009). Vemos, así, 
cómo las crisis económicas también pueden servir como pretexto para res-
tringir los derechos de las personas solicitantes de refugio (Trauner, 2020), 
lo que exacerba las vulnerabilidades y episodios de xenofobia y racismo hacia 
las personas con necesidades de protección internacional (Beets y Willekens, 
2009). 

En relación con las pandemias, Dionne y Turkmen (2020) argumentan cómo 
a lo largo de la historia los brotes de enfermedades transmisibles –como el ébola 
y la viruela– han sido un caldo de cultivo para la discriminación y estigmatiza-
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ción de grupos de personas migrantes, lo que, a su vez, ha dado como resultado 
la inacción de los gobiernos para implementar políticas inclusivas y la politiza-
ción de las pandemias para avanzar en los intereses estratégicos de otras áreas 
de políticas, como la migración. Específicamente sobre el impacto de la CO-
VID-19 en los sistemas de protección internacional, la literatura es todavía esca-
sa. Varios autores explican cómo algunos países están explotando los estados de 
emergencia declarados durante la pandemia para suspender y limitar el derecho 
al refugio (Ghezelbasch y Tan, 2020) y para introducir políticas controversiales 
más restrictivas que limitan aún más el acceso a la protección internacional e 
institucionalizan la marginalización de las personas refugiadas (Crawley, 2021). 

Enfocándose en países del Norte Global, un grupo de autores coincide en 
afirmar el impacto negativo de la crisis global de salud pública en las políticas 
migratorias y de refugio en países como Canadá y Grecia (Donato y Ferris, 
2020; Mercier y Rehaag, 2021; Fouskas, 2020); y, en el caso del Sur Global, se 
evidencia la falta de un enfoque diferenciado que tome en cuenta la situación de 
marginalización de la población refugiada y solicitante de refugio en los planes 
estatales, como en el caso de Sudáfrica (Mukumbang et al, 2020), y cómo esta 
exclusión contribuye a un mayor estigma, aislamiento y vulnerabilidad de la 
población refugiada, como el ejemplo de Uganda (Bukuluki et al., 2020).

La falta de una perspectiva diferenciada en los planes gubernamentales 
para aliviar los impactos de la COVID-19 invita a pensar en el papel que 
juega el Estado en la construcción y profundización de la precariedad y vul-
nerabilidades de la población migrante, refugiada y solicitante de refugio. 
En este sentido, varios autores coinciden en señalar que la situación de re-
gularidad o irregularidad ​pueden verse facilitadas, o impedidas, por medidas 
administrativas a varios niveles, así como por una miríada de burocracias 
que ejercen con discrecionalidad (Acosta y Freier, en prensa). Según De Ge-
nova (2002), la ilegalidad, o irregularidad, es un estatus jurídico producto 
de las leyes migratorias y de intervenciones deliberadas de los estados que 
han revisado y reformulado las leyes para su construcción.  Fassin (2015) 
explora cómo los estados europeos han convertido al estatus de refugiado 
en un derecho abstracto e inaccesible a través del concepto de la economía 
moral, lo que deriva en un rechazo de solicitudes de asilo a pesar de que las 
condiciones que antes concedían ese estatus no han cambiado con el paso 
del tiempo. La configuración de esta ilegalidad conlleva la creación de un sis-
tema que tiene consecuencias legales y socioeconómicas para los migrantes y 
refugiados, como el temor a ser detenido por las autoridades o retornado al 
país de origen (De Genova, 2002), así como una mayor exclusión, represión 
y vulnerabilidad, como reflejan Jaramillo et al. (2020) para el caso de Argen-
tina y Álvarez (2020) para el de Ecuador.  
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En América Latina, ya antes de la pandemia, eran varias las prácticas de 
los estados que contribuyeron a la irregularidad migratoria. Por ejemplo, 
la introducción del requisito de una visa (muchas veces llamada «humani-
taria») a los ciudadanos venezolanos en Chile, Ecuador, República Domi-
nicana, Guatemala, Honduras, Panamá y Perú ha agudizado la magnitud 
de la irregularidad en la región (Freier y Luzes, 2021; Acosta y Freier, en 
prensa). La literatura reciente también evidencia cómo han empeorado las 
condiciones de precariedad y vulnerabilidad de las poblaciones desplazadas 
en América Latina debido a las medidas de prevención de la expansión de la 
COVID-19, como el cierre de fronteras, la inmovilización social obligatoria, 
la ralentización o suspenso de los procedimientos para solicitar el refugio, 
los requisitos documentarios y la falta de información (Vera et al., 2020; Za-
pata y Prieto Rosas, 2020; Freier 
y Castillo Jara, 2021; Martuscelli, 
2021)2. Sin embargo, para averi-
guar el alcance de estas medidas, 
resulta necesario profundizar en el 
vínculo entre la irregularidad, los 
sistemas de refugio y los impactos 
de esta condición irregular en la 
población solicitante de refugio.

Si bien la literatura sobre el im-
pacto de la COVID-19 en el siste-
ma de protección internacional y, 
más específicamente, sobre los impactos desproporcionados de la pandemia 
en la población migrante y refugiada está en auge, se observan dos brechas 
en la literatura. Por un lado, hay un vacío de investigaciones que exploren la 
situación diferenciada de las personas solicitantes de refugio –en particular 
en América Latina– y, por el otro, faltan estudios que incorporen las propias 
experiencias y voces de esta población. Como contribución a llenar este va-
cío, este artículo ha escogido como caso de estudio la situación de las y los 
solicitantes de refugio de nacionalidad venezolana en Perú, por la magnitud 
y excepcionalidad del fenómeno en este país, donde más de 500.000 perso-

2.	 En el caso específico de Brasil, Hoffmann y Gonçalves (2020) exploran el surgimiento de una 
«ley pandémica» durante la COVID-19, que ha reconfigurado los regímenes de fronteras nacio-
nales e internacionales poniendo en riesgo los marcos de protección hacia personas migrantes 
y refugiadas.

En América Latina, ya antes de la pande-
mia, eran varias las prácticas de los esta-
dos que contribuyeron a la irregularidad 
migratoria. Por ejemplo, la introducción 
del requisito de una visa (muchas veces 
llamada «humanitaria») a los ciudadanos 
venezolanos en Chile, Ecuador, República 
Dominicana, Guatemala, Honduras, Pa-
namá y Perú ha agudizado la magnitud 
de la irregularidad en la región.
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nas venezolanas residen con estatus de solicitante de refugio. De esta forma, 
los resultados de esta investigación buscan ser una aportación a la literatura 
emergente sobre la relación entre el Estado, la irregularidad y la precariedad 
de personas migrantes, refugiadas y solicitantes de refugio en América Latina 
en tiempos de COVID-19.  

Metodología 

Entre junio de 2020 y febrero de 2021, realizamos una recopilación de 
datos cuantitativos y cualitativos a través de dos encuestas a población so-
licitante de refugio de nacionalidad venezolana y 28 entrevistas grupales e 
individuales con esta población y con actores clave en el Perú. La primera 
encuesta se llevó a cabo en junio de 2020 –e incluía 42 hombres y 38 mu-
jeres (N80)– y la segunda en octubre de 2020 –109 hombres y 102 mujeres 
(N211)–. La metodología empleada para el levantamiento de encuestas par-
tió de un muestreo probabilístico estratificado a personas venezolanas ma-
yores de edad migrantes, refugiadas y solicitantes de refugio. Para el diseño 
muestral se definieron los estratos por las provincias y, en la última etapa 
de muestreo, se realizó una selección aleatoria por cuotas de género. Poste-
riormente, desagregamos los datos para incluir los resultados de las personas 
con estatus de solicitante de refugio. El levantamiento se realizó por medios 
telefónicos (junio de 2020) y en línea (octubre de 2020)3. 

Un total de seis personas participaron en cada una de las dos entrevistas gru-
pales, que se realizaron de manera virtual utilizando la plataforma Zoom. En 
las entrevistas individuales participaron un total de seis personas solicitantes de 
refugio, de las cuales cinco no disponían del carné correspondiente. También se 
realizaron diez entrevistas con actores clave, incluyendo funcionarios, represen-
tantes de organismos de cooperación internacional y representantes de organi-
zaciones locales que asisten a personas migrantes y refugiadas. Las entrevistas se 
realizaron a través de plataformas como Google Meet y Zoom, y siguieron un 
protocolo semiestructurado.

3.	 El material recogido en este artículo forma parte de investigaciones más amplias y encues-
tas representativas de Equilibrium Centro para el Desarrollo Económico (Equilibrium 
CenDE). 
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El Perú como caso de estudio
Para una mejor comprensión de la precariedad jurídica y vulnerabilidad so-

cioeconómica de la población solicitante de refugio de nacionalidad venezolana 
en el Perú, esta sección analiza la política migratoria y de refugio actual del 
Gobierno en el contexto de la política internacional y los instrumentos jurídicos 
sobre protección internacional, así como también medidas específicas de res-
puesta a la emergencia sanitaria, implementadas por el Gobierno peruano, que 
excluyeron a la población migrante y refugiada en el territorio.

El Estado peruano como productor de la irregularidad 
migratoria

Especialmente delicada en la región en términos políticos, la respuesta al 
desplazamiento venezolano ha estado marcada fuertemente por consideracio-
nes de política exterior: mientras ejecutivos críticos con Nicolás de Maduro, 
con presidentes conservadores como en Colombia y, hasta hace poco en Perú 
y Argentina, tuvieron una política más generosa de acogida de venezolanos, 
otros más afines al presidente venezolano, en especial Bolivia y hasta reciente-
mente Ecuador, negaron una crisis migratoria o política en Venezuela (Freier y  
Parent, 2019). Más específicamente, el desplazamiento de personas venezolanas 
en América Latina ha generado un debate en torno a las categorías tradicionales 
de migrante y refugiado recogidas en las legislaciones internacionales y naciona-
les actuales (Luzes et al., 2021; Acosta y Madrid, 2020), y respecto a las necesi-
dades de protección internacional que requieren estas poblaciones. 

Un ejemplo de esta controversia es la reciente nomenclatura por parte del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) para 
referirse a los venezolanos, a los que incluye bajo la categoría de «desplazados 
en el exterior» (ACNUR, 2021), sin concretar derechos o protección. Y eso a 
pesar de que la definición de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 
1984 considera como personas refugiadas –además de la definición tradicional 
de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951– a quienes huyen 
de su país «por causa de la violación masiva de los derechos humanos, agresión 
extranjera, conflicto interno, ocupación o dominación extranjera; o en razón de 
acontecimientos que perturben gravemente el orden público», lo que aplica al 
desplazamiento venezolano (Berganza et al., 2020; Freier et al., 2020).   

Perú ha implementado la definición ampliada de la Declaración de Cartagena 
de 1984 en su legislación nacional de refugio. Bajo la lógica de Cartagena, si las 
autoridades determinan que una persona que llega de un país concreto debe ser 
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reconocida como refugiada, dicho estatus debe otorgarse a personas en circunstan-
cias similares que huyen del mismo país o región (Berganza et al., 2020; Sánchez 
Nájera y Freier, 2021). A la vez, el Estado peruano reconoce los derechos del Es-
tatuto de los Refugiados (art. 2 de la Ley del Refugiado), por lo que los refugiados 
tienen los mismos derechos y obligaciones que la Constitución y las leyes conce-
den al extranjero residente (art. 20), como es el derecho al empleo remunerado, 
trabajo independiente, acceso a vivienda, educación pública y seguros sociales. El 
solicitante de refugio tiene el derecho a la no devolución, a transitar libremente 
por el territorio peruano, a la educación y a la salud, así como a trabajar provisio-
nalmente. Ello, en teoría, compromete al Estado peruano a reconocer a las per-
sonas venezolanas como refugiadas y a brindarles acceso al sistema de protección 
social, lo que implicaría un alto costo político (Freier et al., 2020). 

En este sentido, si bien el Estado 
peruano denuncia graves violaciones 
de los derechos humanos en Vene-
zuela a través de instancias multi-
laterales, como el Grupo de Lima4 
–formado por 14 países americanos 
y creado ad hoc para dar respuesta 
a la crisis venezolana–, consideracio-

nes políticas han impedido la aplicación general de la definición ampliada de 
la Declaración de Cartagena, mostrándose reticente a otorgar la condición de 
refugiado. A octubre de 2021, el número total de personas venezolanas recono-
cidas como refugiadas era de 3.8245 y, según la página R4V, en junio de 2021, 
el número de solicitudes de refugio pendientes por resolver había alcanzado las 
536.100. La CEPR –órgano dependiente del Ministerio de Relaciones Exterio-
res (MRE), encargado de resolver las solicitudes de reconocimiento de refugio– 
viene concediendo el refugio bajo la definición tradicional; y únicamente conce-
de la protección internacional aplicando la definición ampliada de Declaración 
de Cartagena de manera excepcional a personas venezolanas en situación de alta 
vulnerabilidad, como pueden ser enfermos graves que requieren atención urgen-
te y personas perseguidas cuya vida o integridad se encuentran en grave peligro6.   

4.	 La Declaración conjunta del Grupo de Lima del 13 de octubre de 2020 manifiesta su «con-
dena a las violaciones sistemáticas a los derechos humanos» y reconoce la «dimensión y 
complejidad de la crisis humanitaria, económica, política, social y ambiental en Venezuela».

5.	 Solicitud de Acceso a la Información Pública al Ministerio de Relaciones Exteriores n.º 522. 
2021.

6.	 Ibídem.

Un ejemplo de esta controversia es la re-
ciente nomenclatura por parte de ACNUR 
para referirse a los venezolanos, a los que 
incluye bajo la categoría de «desplazados 
en el exterior», sin concretar derechos o 
protección.
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El resultado de considerar a la mayoría de personas venezolanas como mi-
grantes económicos conllevó la adopción por parte del Gobierno peruano de 
mecanismos de regularización migratoria ad hoc para esta población, como el 
Permiso Temporal de Permanencia (PTP), creado en 20177 (y vigente hasta su 
eliminación en octubre de 2018), y el Carné de Permiso Temporal de Permanen-
cia (CPP)8. No obstante, en 2018, se produjo un cambio hacia un enfoque más 
restrictivo en la política migratoria y de refugio peruana (Aron Said y Castillo 
Jara, 2020; Seele y Bolter, 2020; Freier y Luzes, 2021), con la exigencia del pa-
saporte, desde diciembre de 2018, a los ciudadanos venezolanos que quisieran 
ingresar al país9. A esto se sumó el fin del PTP, la exigencia de una visa «huma-
nitaria» para ingresar al país desde junio de 2019 –con requisitos imposibles de 
conseguir para la mayoría de venezolanos, como un pasaporte vigente y antece-
dentes penales apostillados– y la im-
plementación de un procedimiento 
acelerado de las solicitudes de re-
fugio en la frontera (Seele y Bolter, 
2020; Freier y Luzes, 2021)10. Si 
bien la visa humanitaria tuvo como 
resultado una reducción de los flujos 
migratorios desde Venezuela por los 
puntos de entrada oficiales, ello ha contribuido a una mayor irregularidad y vul-
nerabilidad de las personas migrantes y refugiadas (Freier y Luzes, 2021). 

Fue precisamente la creciente dificultad de entrar al Perú de manera regu-
lar lo que llevó a que el sistema de protección internacional se convirtiera en 
una alternativa de entrada legal o de regularización migratoria –entre octubre 
de 2018 y junio de 2019 las solicitudes de refugio de nacionales venezolanos 
en Perú crecieron más del doble y llegaron a un total de 482.254 (Luzes et al., 
2021)–, lo que provocó un colapso de los servicios dedicados a resolver dichas 
solicitudes (Briceño et al., 2020; Luzes et al., 2021). Este desborde institucio-
nal ha resultado a su vez en el incumplimiento de los plazos establecidos por 

7.	 Decreto Supremo (DS) n.º 002-2017-IN; DS n.º 023-2017-IN; DS n.º 001-2018-IN; 
DS n.º 007-2018-IN. 

8.	  En octubre de 2020, la Presidencia del Consejo de Ministros publicó el Decreto Supremo 
n.º 010-2020-IN para que las personas extranjeras de cualquier nacionalidad, que se 
encuentran en situación migratoria irregular, puedan obtener un CPP. 

9.	 Hubo algunas excepciones humanitarias a la obligatoriedad de presentar el pasaporte para 
el ingreso al país (Luzes et al., 2021).

10.	Resolución de Superintendencia Nacional de Migraciones n.º 000177-2019. 

Fue precisamente la creciente dificultad 
de entrar al Perú de manera regular lo 
que llevó a que el sistema de protección 
internacional se convirtiera en una alter-
nativa de entrada legal o de regulariza-
ción migratoria.
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ley11 y retrasos importantes en la entrega de documentación oportuna a las 
personas solicitantes mientras esperan la resolución de su solicitud (Briceño 
et al., 2020).  

Como ya se ha mencionado, los estados tienen un rol protagónico para dar 
forma a los procesos de regularización (De Genova, 2002) y en la configuración 
del sistema de asilo (Fassin, 2015). Estas prácticas también definen los paráme-
tros de inclusión y exclusión de la población, así como las limitaciones a sus 
derechos (Jaramillo et al., 2020; Álvarez, 2020). En el caso peruano, la reducción 
de las vías de entrada regular al país y de regularización migratoria derivó en un 
aumento de personas venezolanas que buscan el reconocimiento de la condición de 
refugiado. Sin embargo, a pesar de que las y los venezolanos deberían ser recono-
cidos como refugiados (Freier et al., 2020), la decisión desde el Estado no ha sido 
la de concederles la protección internacional aplicando la definición ampliada de 
Cartagena, sino la de mantenerles como solicitantes de refugio12, lo que deriva en 
una sensación de ilegalidad y desprotección que trae consecuencias negativas en 
los procesos de integración socioeconómica (Ukrayinchuk y Havrylchyk, 2020).

Exclusión de los planes de ayuda COVID-19

Con respecto a medidas específicas en el contexto de la COVID-19, el 
11 de marzo de 2020 el Gobierno peruano declaró la emergencia sanitaria a 
nivel nacional13. Cinco días más tarde, se decretó el Estado de Emergencia 
Nacional, a través del Decreto Supremo n.º 044-2020-PCM, que declaraba, 
entre otras normas, el cierre de fronteras internacionales y disponía el período 
de aislamiento social obligatorio a consecuencia del brote de la COVID-19. 
De manera paralela, se cerraron las oficinas desconcentradas del Ministerio 
de Relaciones Exteriores en provincias y se paralizaron los servicios de los 

11.	El plazo para resolver las solicitudes de refugio es de 60 días hábiles (art.15 de la Ley del 
Refugiado). 

12.	El Ministerio de Relaciones Exteriores publicó en junio de 2021 los lineamientos para el 
otorgamiento y prorrogación de la calidad migratoria humanitaria, una forma jurídica de 
protección complementaria contemplada en la Ley de Migraciones a solicitantes de refugio 
mediante Resolución Ministerial n.º 0207/RE, aunque todavía se desconoce cómo será 
el procedimiento y cuántas personas se beneficiarán de esta calidad.

13.	La emergencia sanitaria nacional se decretó inicialmente el 11 de marzo de 2020 a través 
de Decreto Supremo n.º 008-2020-SA por el plazo de 90 días naturales y fue prorrogada 
mediante DS n.º 025-2021-SA por hasta un plazo de 180 días naturales a partir del 3 de 
septiembre de 2021. 
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consulados de Perú para tramitar las visas humanitarias de ciudadanos ve-
nezolanos por el cierre de fronteras –desde abril de 2020 hasta diciembre de 
2021 la opción de tramitar la visa humanitaria en los consulados de Perú se 
encontró suspendida–.  

Desde la declaración del cierre de fronteras terrestres, las autoridades perua-
nas reforzaron la presencia de las Fuerzas Armadas (FFAA) y Policiales para in-
tensificar la vigilancia y evitar el ingreso de ciudadanos extranjeros por pasos 
irregulares al país. Sin embargo, el cierre de fronteras y la paralización de los 
trámites de visa no han impedido el ingreso de la población venezolana por 
pasos irregulares en la frontera norte con Ecuador. En respuesta al aumento de 
ingresos irregulares entre diciembre y enero de 202114, el Gobierno peruano 
reforzó la presencia de las FFAA, con el despliegue de 1.200 efectivos (Coman-
do Conjunto de las Fuerzas Armadas, 2021). Además, el Decreto Supremo n.º 
058-2021-PCM, que prorrogaba el estado de emergencia nacional, mencionaba 
la necesidad de fortalecer el control migratorio en la frontera norte (art. 8.7). 
Pero ninguna de las normas que regulan las medidas de cierre y militarización de 
fronteras mencionan la excepcionalidad de las personas que buscan protección 
internacional. A esto se suma la falta de un análisis individualizado de las vul-
nerabilidades que presentan refugiados en tránsito por parte de las FFAA y de la 
policía, previo a la devolución a la línea de frontera (R4V, 2021a), lo que deriva 
en una vulneración del principio de no devolución, el no rechazo en frontera y 
la devolución indirecta.

Las restricciones de la COVID-19 y el cierre de oficinas de atención presen-
cial han evidenciado la importancia de avanzar en la digitalización del proce-
dimiento de refugio. En febrero de 2018, se implementó un sistema de citas 
en línea para agilizar los trámites relativos al procedimiento de calificación del 
refugio; no obstante, en septiembre de 2019, la plataforma quedó suspendida 
por irregularidades de parte de los solicitantes y problemas técnicos. Dado el 
contexto de cierre de fronteras por la COVID-19, la CEPR decidió reabrir la 
plataforma de citas en línea en junio de 2020, pero desde octubre de 2020 y, de 
momento, hasta diciembre de 2021, permanece inoperativa15. 

14.	El Grupo de Trabajo para Refugiados y Migrantes –un espacio coliderado por ACNUR 
y la OIM para coordinar la respuesta a la situación de la población migrante y refugiada– 
estima que entre diciembre de 2020 y enero de 2021 ingresaban diariamente más de 800 
personas (R4V, 2021a). 

15.	Un aspecto positivo es la flexibilidad en relación con las fechas de vencimiento de los docu-
mentos provisionales otorgados a los solicitantes de refugio sin necesidad de la renovación 
periódica cada 60 días, lo que ha brindado mayor comodidad a la población solicitante.
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En cuanto a los programas de asistencia socioeconómica en el contexto de 
la pandemia, el Gobierno peruano anunció el paquete de ayudas más grande 
de la región para apoyar económicamente a los hogares y trabajadores más vul-
nerables (Calderón y García, 2020). Con la creación del Registro Nacional de 
Hogares, se pudieron identificar los grupos vulnerables elegibles16; sin embargo, 
uno de los requisitos para acceder a estos programas era contar con un docu-
mento de identificación nacional (Freier y Vera Espinoza, 2021), lo que expone 
a las y los solicitantes de refugio a un mayor grado de vulnerabilidad y exclusión. 
Ello a pesar de que los impactos económicos afectan en mayor proporción a la 
población migrante y refugiada que a la población local (Abuelafia, 2020). La 
única medida que incluyó a la población extranjera fue el Decreto Legislativo 
n.º 1466, el cual permitió la afiliación temporal al Seguro Integral de Salud 
(SIS) para todas las personas que se encuentren con sospecha o diagnóstico del 
virus, aceptando por primera vez el carné de solicitante de refugio como docu-
mentación válida (art. 3.f ).

Cómo se traduce la irregularidad de la 
población migrante y refugiada en la práctica 

En el apartado anterior hemos visto cómo, desde antes de la pandemia, el 
Estado peruano ha contribuido activamente a la situación legal precarizada de la 
población migrante y refugiada en el país, a través de medidas deliberadas que 
facilitan la irregularidad y vulneran los derechos de esta población (De Genova, 
2002; Fassin, 2015), como la eliminación de los mecanismos de regularización 
migratoria (por ejemplo, el PTP) y la no aplicación de la definición ampliada de 
Cartagena, entre otros, lo que ha dado como resultado la creación de vulnerabi-
lidades agravadas por el contexto de la pandemia. En esta sección se explorará, a 
través de testimonios de las personas entrevistadas, cómo se traduce esta irregu-
laridad en la práctica y las consecuencias de esta condición en la vulnerabilidad 
que enfrentan durante la pandemia.

16.	También identifica grupos elegibles mediante el Padrón General de Hogares, el cual exige 
carné de extranjería. 
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La irregularidad como consecuencia 

El cierre de fronteras terrestres por la COVID-19 y la suspensión del trabajo 
de las y los funcionarios de la CEPR en los puntos fronterizos –ambas medi-
das implementadas por el Gobierno peruano durante la primera ola (marzo-no-
viembre de 2020)– agudizaron la vulneración del derecho a solicitar refugio en 
la frontera. El posterior restablecimiento de las citas en línea, en junio de 2020, 
permitió que las personas que ya se encontraban en Perú pudiesen registrar la 
solicitud en la plataforma virtual, aunque la reapertura duró únicamente hasta 
octubre de 2020, circunstancia que, a diciembre de 2021, aún se mantenía. 
Según el representante de ACNUR en Perú, Federico Agusti, cerca de 55.000 
personas extranjeras solicitaron refugio en línea en dicho período. 

Como evidencian los testimonios 
de Yorman (20 años) y Grecia (50 
años), ambos solicitantes sin carné, 
el retraso en la tramitación de citas 
para el carné se sumó al escaso o 
nulo reconocimiento en la prácti-
ca de los documentos provisionales 
otorgados a las y los solicitantes de 
refugio para acreditarles su estatus 
regular (Luzes et al., 2021), lo cual 
ha generado una mayor vulnerabilidad socioeconómica de esta población. A 
ello se añade una carga emocional debido a una preocupación constante, en el 
contexto de las intervenciones policiales y militares para controlar el cumpli-
miento de las normas migratorias implementadas. Según Yorman, «la planilla 
si eso me sirve para mostrarla a las autoridades, pero tampoco es muy fiable 
(…) me gustaría tener un carné y estar más tranquilo, y más ahora que es toque 
de queda. A mí se me complica llegar a tiempo al trabajo porque salgo tarde y 
si me detienen no tengo manera de demostrar nada». A lo que Grecia añadía: 
«Escuché que había operativos que bajaban a los venezolanos sin papeles, yo veo 
en las noticias cómo los llevan y los trasladan de vuelta para Venezuela y, pues, a 
uno le da miedo que lo agarren por ahí». Es importante recalcar el rol del Estado 
peruano en la irregularidad de la población venezolana solicitante de refugio, 
puesto que el reconocimiento o no del estatus regular de esta población se deja 
en manos de la discrecionalidad de las autoridades (Luzes et al., 2021). Ello 
deriva en mantener unas condiciones de «deportabilidad» (De Genova, 2002); 
en este sentido, los solicitantes de refugio, principalmente los que no cuentan 
con el carné de solicitante, han vivido con una sensación constante de miedo e 
inseguridad durante la pandemia. 

El cierre de fronteras terrestres por la  
COVID-19 y la suspensión del trabajo de 
las y los funcionarios en los puntos fron-
terizos –ambas medidas implementadas 
por el Gobierno peruano durante la pri-
mera ola (marzo-noviembre de 2020)– 
agudizaron la vulneración del derecho a 
solicitar refugio en la frontera.
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Como reflejo de la fluidez de los procesos de autoidentificación de la po-
blación migrante y refugiada, así como también de su situación de precariedad 
legal y vulnerabilidad socioeconómica, la mayoría de las personas entrevistadas 
indicaron que preferían acceder a otros estatus migratorios –como el carné del 
CPP o el carné de extranjería– que continuar con el proceso de refugio: «Claro, 
la pandemia me ha afectado mucho porque todo se quedó paralizado, todo ce-
rró, cómo hace uno para ir a plantear su caso ahora, no tenemos ningún tipo de 
información (…) Si sale lo del nuevo carné abandonamos lo del refugio porque 
no tenemos ninguna estabilidad (…) Con el CPP [Carné de Permiso Temporal 
de Permanencia] hay una opción hacia un mejor trabajo y remuneración» (Ed-
gar, 48 años, solicitante sin carné). Y ello es así debido a la situación de irregula-
ridad que genera el estatus de solicitante de refugio: «Yo no quiero ser refugiada 
realmente, quiero poder optar por un documento legal. Yo me siento presa, mi 
situación es incierta, ese carné de refugiado, ¿qué me permite? ¿Quedarme aquí 
y que después no me lo aprueben [la condición de refugiado]? Necesitamos res-
puestas» (Lesly, 37 años, solicitante con carné). 

El impacto de la irregularidad en la vulnerabilidad 
socioeconómica

El caso peruano reafirma el hecho de que la irregularidad trae como con-
secuencia el agravamiento de las condiciones de precariedad y vulnerabilidad 
en las que se encuentra la población migrante y refugiada (De Genova, 2002; 
Fassin, 2015). De acuerdo con los resultados de nuestras encuestas, durante la 
primera ola de la pandemia, el 45% de las y los solicitantes de refugio se quedó 
sin empleo. El 8,8% declaró tener un trabajo y salir a trabajar, aunque no se en-
contrara entre las actividades autorizadas por el Gobierno peruano, por lo que se 
exponía a un mayor riesgo de contagio (véase la tabla 1). El comercio ambulante 
se convirtió en una alternativa durante los primeros meses de paralización de ac-
tividades económicas ante la pérdida de empleos, con un 37,9% de las personas 
encuestadas recurriendo a la venta ambulante, como es el caso de Eurimar (25 
años, solicitante con carné): «Me quedé sin trabajo apenas comenzó la cuaren-
tena, pero mi trabajo era muy mal pagado, 180 soles semanales que obviamente 
no me alcanzaban para nada, así que tuve que salir a la calle a vender café (…) 
yo llegué llorando pero luego empecé a ganar mis clientes». 

La informalidad laboral parece haberse visto afectada por la pandemia. Para 
junio de 2020, un 43% de las personas solicitantes de refugio declaraba estar 
trabajando sin ningún tipo de contrato. En octubre de 2020, más de 8 de cada 
10 solicitantes (76,90%) trabajaban en la informalidad (véase la tabla 1). La 
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pérdida de empleos aumentó hasta el 52,1%, para octubre de 2020, del que un 
19% pudo encontrar otro tipo de empleo tras la reactivación de algunas acti-
vidades económicas (véase la tabla 1). El resultado es una pérdida de ingresos 
significativa entre los solicitantes de refugio: un 33,7% declaró haber tenido una 
pérdida de ingresos de más del 50% y un 17,5%, de alrededor del 50% desde 
el comienzo de la pandemia. Esto obligó a la mayoría de solicitantes de refu-
gio (53,5%) a pedir dinero prestado para su subsistencia durante los primeros 
meses de cuarentena. Algunas personas entrevistadas manifestaron su malestar 
con respecto a las condiciones económicas inestables durante el confinamiento, 
inestabilidad asociada a la precariedad de su documento de solicitante. Tal como 
apuntaba Grecia (50 años): «La pandemia ha afectado mucho la situación eco-
nómica, muy difícil todo esto para nosotros los venezolanos (…) en los trabajos 
a los que yo he ido y con eso [planilla] nada de nada, tiene que ser Permiso Tem-
poral de Permanencia y eso; por eso he tenido que trabajar en cosas informales 
porque es muy difícil para uno estar indocumentado». 

Tabla 1. Impacto de la pandemia en la vulnerabilidad económica de solici-
tantes de refugio venezolanos (junio-octubre de 2020)

Junio 2020 Octubre 2020
Pérdida de empleo 45,00% 52,10%
Salir a trabajar sin autorización 08,80% -
Trabajar sin contrato 43,30% 82,50%
Trabajar sin emitir comprobante 76,90% -
Trabajar de venta ambulante 37,93% -

Pérdida de ingresos desde marzo de 2020  
De más del 50%  
Del 50%

-
 

33,70% 
17,50%

Pedir dinero prestado para subsistencia - 53,50%

Fuente: Elaboración propia con base en las encuestas.

El derecho a la salud tampoco se ha garantizado en el contexto de pandemia 
(Zambrano-Barragán et al., 2021). Según los resultados de nuestras encuestas, un 
90% de los testimonios no estaba afiliado a ningún seguro de salud en junio de 
2020. Esto puede tener consecuencias devastadoras, también en la salud mental: 
un 58,8% declaró que sentiría sensación de miedo y un 22,5% de ansiedad y estrés 
si tuviera que acercarse a las autoridades en caso de necesitar asistencia médica por 
la COVID-19. A pesar de los esfuerzos para garantizar la afiliación de personas 
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extranjeras al seguro de salud social, sin importar el estatus migratorio, todavía para 
octubre de 2020, el 87,7% de las personas encuestadas declaraba no contar con 
seguro de salud. Así, el derecho a la salud de manera integral no está garantizado 
para la población solicitante de refugio en el contexto de la crisis de sanitaria, en 
parte por la precariedad de los documentos provisionales que restringen el acceso a 
los servicios de salud y a las intervenciones sociales, como atestigua la experiencia de 
Edgar (48 años, solicitante sin carné): «Lo que sí he intentado es tener algún seguro 
de salud, lo que llaman el SIS, pero mínimo me dicen que tengo que tener PTP o 
carné de extranjería». 

En cuanto a la vulnerabilidad asociada al ámbito de la vivienda, esta se ha 
visto profundamente agravada por la pérdida de empleos y la falta de recursos 
económicos. Además, el 15,6% de las personas encuestadas en octubre de 2020 
compartía la habitación donde dormía, con cuatro o más personas, lo que po-
dría implicar altos niveles de hacinamiento y mayor riesgo de contagio. Si con 
fecha de junio de 2020, el 20% de los solicitantes de refugio encuestados perci-
bía estar en riesgo alto de desalojo por no poder pagar el alquiler, en octubre de 
2020 esta cifra aumentaría hasta el 32,2%, como consecuencia del deterioro de 
las condiciones laborales y económicas. Robert (44 años, solicitante sin carné), 
que fue víctima de desalojo, nos cuenta: «A nosotros nos sacaron en plena pan-
demia (...) Yo ya había visto unas piedras en la playa como en un túnel y ya me 
imaginé ahí (...) Fui a investigar cuartos, pero nos cerraron la puerta en la cara, 
como en cinco casas nos rechazaron». Y es que la situación de irregularidad de 
los documentos provisionales de las y los solicitantes de refugio está asociada a 
contratos más precarios o a la imposibilidad de suscribirlos, tal como explica 
Yelyn (29 años, solicitante con carné): «A la hora de alquilar me afectó mucho 
porque las personas me decían que PTP, que yo era ilegal (...) para muchos yo 
no estoy legal porque no hay conocimiento de lo del refugio».

Durante el confinamiento, las iniciativas de ayudas a personas migrantes, re-
fugiadas y solicitantes de refugio han sido lideradas por organismos de la coope-
ración internacional y organizaciones locales, a pesar de que las personas refugia-
das y solicitantes de refugio deberían tener una mayor protección por la misma 
condición por la que están solicitando refugio al Estado peruano. El resultado 
es una sensación de desprotección en el contexto de la pandemia: «Durante la 
pandemia el Gobierno no ha dicho nada, no puso ninguna ley concreta hacia 
nosotros, no hizo nada (...) eso sería como un crimen contra la humanidad, ¿no? 
Contra los derechos» (Samuel, 21 años, solicitante sin carné).  El testimonio de 
Samuel ejemplifica el papel protagónico del Estado peruano en invisibilizar a 
la población venezolana de las estrategias de respuesta frente a la COVID-19 y 
no considerarla como un grupo de especial vulnerabilidad. Esta inacción se ha 
traducido en un mayor sufrimiento y sentimiento de abandono. 



Marta Castro Padrón y Luisa Feline Freier

49

Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.º 129, p. 31-55. Diciembre 2021
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org

Conclusión

A partir del caso de estudio de la población venezolana solicitante de refugio 
en el Perú, este artículo quiere contribuir al debate sobre el impacto de la pan-
demia de la COVID-19 en las condiciones de vida de las personas solicitantes 
de refugio en el Sur Global. Tras una revisión de la literatura emergente sobre 
los impactos de los contextos de crisis, tanto económicas como sanitarias, en 
poblaciones migrantes, refugiadas y solicitantes de refugio, y analizar los datos 
primarios obtenidos de dos encuestas representativas realizadas en los meses de 
junio y octubre de 2020, así como los resultados de entrevistas semiestructu-
radas a 28 solicitantes de refugio y actores clave realizadas entre noviembre de 
2020 y febrero de 2021, encontramos que el Estado peruano ha tenido un rol 
protagónico en la construcción de la irregularidad de la población venezolana 
que busca protección internacional.

Por un lado, ello ha sido así través de prácticas deliberadas, como la imple-
mentación de un procedimiento acelerado de las solicitudes de refugio en la 
frontera que no permite el ingreso de la población solicitante de refugio a terri-
torio peruano (Seele y Bolter, 2020); otras veces, el papel del Estado peruano 
se ha caracterizado por la inacción y la falta de soluciones. Asimismo, las solici-
tudes de refugio de nacionales desde Venezuela no se han resuelto aplicando la 
definición ampliada de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984. 
A la vez, tampoco se han rechazado, lo que ha generado una situación de limbo 
jurídico e incertidumbre entre la población solicitante de refugio. A pesar de 
los documentos provisionales otorgados a los solicitantes de refugio, estos no 
garantizan el acceso a servicios básicos y al sistema de protección social, por la 
discrecionalidad en el reconocimiento de los derechos que otorga el estatus de 
solicitante de refugio: todo lo cual provoca una situación de irregularidad que se 
traduce en una mayor vulnerabilidad socioeconómica, sufrimiento y exclusión 
–condiciones que se han visto agravadas por la pandemia de la COVID-19–. 

Mirando hacia el futuro, es probable que las consecuencias económicas deri-
vadas de la pandemia, las consiguientes restricciones presupuestarias, así como el 
aumento de la xenofobia resulten en un mayor deterioro de los procedimientos 
de refugio y menos capacidad para ofrecer políticas diferenciadas a la población 
solicitante de refugio en países del Sur Global. En el caso de América Latina, 
es de suma importancia que futuras investigaciones sigan analizando las impli-
caciones de las barreras para acceder el sistema de refugio, la no aplicación de 
Cartagena en los sistemas nacionales de refugio y protección internacional, así 
como el impacto de la aplicación de figuras de protección complementaria, es-
pecialmente en países con una población desplazada significativa como son los 
casos de Colombia y Perú.
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